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I. INTRODUCCION: 
  

El propósito de las reflexiones que siguen es tratar de determinar ciertos elementos que puedan aportar alguna luz acerca del origen histórico de la personalidad jurídica internacional de la Santa Sede. En este sentido, se aprecia que la cuestión no parece acabadamente resuelta por muchos tratadistas de Derecho Internacional. 
  
Algunos doctrinarios que abordan la cuestión se limitan a afirmar la diferencia conceptual entre los sujetos de derecho “Santa Sede” y “Estado de la Ciudad del Vaticano”, sin explicar el origen de esta distinción. Otros se remontan a 1870, año en que el Estado Pontificio fue ocupado por el Reino de Italia, y afirman que la continuidad del ejercicio del ius contrahendi (derecho a celebrar tratados internacionales) y del ius legationis (derecho a enviar y recibir representantes diplomáticos) por parte de la Santa Sede demuestra que ésta es un sujeto del Derecho Internacional, independientemente de la existencia de un territorio sujeto su soberanía. Finalmente, otros soslayan la personalidad jurídica internacional de la Sede Apostólica, circunscribiéndola al Estado de la Ciudad del Vaticano. 
  
Por su parte, los canonistas han profundizado el estudio de las potestades ejercidas por los Pontífices pero con un propósito diferente, orientados más bien a analizar los alcances del primado romano y la relación entre la Sede de Pedro y las Iglesias Particulares. Estos autores, no se detienen, como es lógico, en el análisis de la cuestión que nos ocupa, la cual, en la división bipartita del utrumque ius, excede el interés de la ciencia canónica y se enmarca en la esfera del derecho civil. 
  
En este sentido, pues, es sin duda el Derecho Romano o, como algunos lo afirman, la “experiencia jurídica romana” [1], quien puede brindar elementos útiles para explicar, desde un punto de vista normativo, el origen de la personalidad internacional de la Sede Apostólica. Ello, en virtud de que, una vez insertada la Iglesia, a partir del Edicto de Milán de Constantino y de la Constitución Cunctos populos de Teodosio, en la estructura de la res publica romana, será el ordenamiento jurídico de ésta el que regulará su actuación en la esfera civil. 
  
La crisis de la organización constitucional del Imperio, derivada de las invasiones y guerras de los S. V y VI tendrá como consecuencia la asunción, por parte del Pontífice de determinadas facultades, en el ámbito del derecho público romano, entre las cuales se incluyen aquellas que conforman la esencia de la personalidad jurídica internacional, vale decir el ius contrahendi y el ius legationis. 
  
A fin de analizar la referida cuestión, se ha estructurado este trabajo siguiendo un criterio tanto conceptual como cronológico: en primer lugar se analizará el concepto de “soberanía” conforme al derecho de gentes de los S. VI y VII y la posición que, en ese contexto, podía asumir la Santa Sede; en segundo lugar, se analizará la evolución de las atribuciones ejercidas por la Sede Apostólica en el marco del derecho público, a partir de la desaparición de las magistraturas civiles romanas y, finalmente, se analizará por separado el ejercicio del ius contrahendi y del ius legationis en el período de referencia. 
  
II. EL CONCEPTO DE “SOBERANIA” EN EL DERECHO DE GENTES: 
  
No parece haber duda de que el “Derecho Internacional” moderno, basado en un sistema de Estados soberanos es, en gran medida, producto de las causas que transformaron el orden político de Europa durante el paso del medioevo a la edad moderna[2]. Debe notarse, sin embargo, que muchos principios e instituciones propias del ius inter gentes  nacieron durante el período anterior, y deben remontarse a la experiencia jurídica romana. 

  

Por lo expresado, no parece fácil determinar el alcance de lo que, en categorías modernas, se conoce como “personalidad jurídica internacional”. Ello, por cuanto dicha noción, de una u otra manera, se relaciona con el actual orden jurídico internacional y, por consiguiente, con las nociones de “soberanía” o de “entidad soberana”, vale decir, independiente de cualquier potestad jurídicamente superior. 

  

Si se pretende determinar que la Santa Sede estaba dotada de una cierta personalidad internacional, conforme al derecho vigente con anterioridad a la donación de Pipino el Breve y la consiguiente formación del Estado Pontificio, en el S. VIII, debe analizarse si el Romano Pontífice gozaba de determinadas facultades que caracterizan la personalidad jurídica internacional: el ius contrahendi y el ius legationis. 

  

A fin de realizar el antedicho análisis, debe tenerse en cuenta que las relaciones entre entidades que se encontraban en el ámbito de la res publica romana tenían características propias, diferentes a las que se establecían con los populi[3] externos a ésta. La referida situación no se modificaría durante el medioevo, donde se consideraba que, con respecto al Imperio Romano, su derecho tenía vocación de aplicación universal. En efecto, los emperadores eran considerados como los legisladores del universus orbis. Esta concepción se basaba en la consuetudo communis, identificada con el Derecho de Gentes, en el sentido dado por el ordenamiento romano, en vigor per totum orbem[4]. 

  

Las invasiones que sufrió el Imperio Romano a partir del S. VI no alteraron el referido esquema. En efecto, los diversos pueblos que se fueron afincando en la Pars Occidentalis, sustrayendo, a partir del reinado de Honorio, la mayor parte de la misma al efectivo control del Augusto, procuraron legitimar su presencia mediante el reconocimiento formal del imperio y su inserción en el territorio romano, muchas veces en carácter de foederati. De esta manera, aún cuando en occidente la autoridad imperial perdió eficacia, ante la imposibilidad de un ejercicio efectivo, los diversos reinos romano-germánicos que se instalaron (v. gr. los Hérulos y Ostrogodos en Italia, los Visigodos en España, los Francos y Burgundios en la Galia, etc.) siguieron considerándose parte de la res publica y sujetos a su orden jurídico. 

  

Sin perjuicio de ello, a partir del S. VI, las diversas entidades territoriales que se formaron dentro del Imperio de Occidente comenzaron a ejercer facultades propias de las entidades soberanas, tanto en materia de celebración de tratados como en lo que respecta al derecho de legación. Estas relaciones jurídicas, que se daban entre entes que se encontraban en el interior de la res publica, estaban sujetas a una disciplina diferente a aquellas que se establecían con entes fuera de su jurisdicción. Esta distinción sería confirmada en el S. XII por la doctrina de los glosadores, que reservaban la noción de populus al propio Imperio y a los reinos “exteriores” a éste, mientras que las entidades políticas que se encontraban en el marco del imperio eran definidas como universitates[5]. 

  

En este contexto, el reconocimiento de la soberanía imperial por parte de una determinada entidad política no excluía su capacidad, dentro de las peculiares relaciones jurídicas que se daban en el interior de la res publica, de celebrar tratados y acreditar representantes diplomáticos. Estas facultades, que estaban regidas por el derecho común a la res publica, constituirían, luego de la evolución posterior a los siglos XVI a XVII y la formación del sistema de Estados nacionales, las notas características de lo que, en el Derecho Internacional moderno, se denomina “personalidad jurídica internacional”. 

  
III. EL ROMANO PONTIFICE ANTE LA DESINTEGRACION DEL SENADO Y DE LAS MAGISTRATURAS ROMANAS EN EL S. VI: 
  
1. La Organización Constitucional a partir del 476: 
  

Contrariamente a las convenciones fijadas por la historia, la denominada “caída del Imperio Romano de Occidente”, con la cual da comienzo el medioevo, tuvo, desde la perspectiva jurídica, un alcance muy diferente, que no implicó la desaparición en la Pars Occidentalis de los órganos de gobierno existentes, conforme con la organización constitucional del Bajo Imperio. La deposición de Rómulo Augústulo por Odoacro, jefe de los Hérulos, acaecida en el año 476, que se identifica con la caída del imperio, ha sido analizada y discutida por juristas e historiadores, primando la interpretación según la cual no existió tal “caída”, sino que lo que se verificó fue una reorganización del imperio. 

  

La deposición del Emperador no implicó la supresión de la legitimidad imperial romana, ya que Odoacro envió a Zenón, Emperador de Oriente, las insignias imperiales, reconociendo su soberanía sobre todo el imperio. Vale decir que, a partir del año 476, ambas partes del Imperio pasaron  a tener un único Augusto. Es discutible, por lo demás, la afirmación de que, a partir del año 476, Roma se convirtió en una mera provincia bizantina. En efecto, la Urbe conservó sus particulares magistraturas e instituciones. Este acto tampoco implicó, en el plano jurídico, la erección de Italia en reino independiente, puesto que el jefe hérulo se proclamó Rey de su pueblo y envió al Emperador Zenón una misión solicitando ser designado Patricio de Italia, representando la autoridad imperial[6]. 

  

Es importante destacar que, al menos en el plano formal, no se verificó una alteración sustancial de la organización constitucional romana, si se exceptúa la desaparición del cargo de Augusto de Occidente. En Roma, subsistieron muchos cargos y magistraturas de los tiempos imperiales (los cónsules, el Praefectus Urbis, etc.) y, lo que es más importante, el Senado, fuente de legitimidad jurídica y política y garante principal de la continuidad de las instituciones. Existen opiniones que han afirmado que la desaparición del cargo de Augusto de Occidente redundó en un fortalecimiento de la institución senatorial. En efecto, durante los reinados romano-germánicos de Odoacro (476-493) y Teodorico (493-526), el Senado ejerció una función esencial para legitimar los actos de estos monarcas ante la corte de Bizancio, lo cual se tradujo en un aumento de su importancia política como representante legítimo de Roma[7]. 

  

Esta situación, creada por Odoacro, se consolidaría luego de su derrota y asesinato por parte del Rey Ostrogodo Teodorico, quien lograría la investidura imperial como Patricio de Italia y gobernaría la península en nombre del Emperador bizantino[8]. Durante el reinado ostrogodo, pues, se verificaría una situación particular, donde Roma, pese a estar gobernada por el Basileus, residente en Constantinopla, mantenía su propia identidad institucional autónoma, conservando la organización y el sistema político anteriores al año 476, vale decir, la estructura institucional propia del Imperio de Occidente[9]. 

Reviste un particular interés el estudio del último Senado romano, cuya existencia puede considerarse como la manifestación más evidente de la subsistencia de las instituciones de la Urbe. Esta asamblea era el centro de todos los altos cargos del Estado, cuya titularidad daba automáticamente derecho a la dignidad senatorial. Siguiendo la secular tradición, estos cargos eran ejercidos por los Petronios, los Probos, los Faustos y los Paulinos, pertenecientes a la familia de los Anici. 

  

Respecto a las atribuciones del Senado del S. VI, cabe destacar que éste conservaba aún particulares funciones en el ejercicio de la jurisdicción penal[10], ejercía la dirección de los asuntos públicos y, lo que le brindaba una particular influencia, tenía a su cargo las relaciones con la corte bizantina. Estas funciones cobraban una mayor importancia en los períodos en que las relaciones entre Ravena y Constantinopla se deterioraban[11]. Un ejemplo significativo fue la misión encomendada por Teodorico al Papa San Juan I, acompañado por los senadores Teodoro, Importunato y Agapito, para obtener del Emperador Justino el reconocimiento de los arrianos, cuyo culto había sido prohibido en oriente[12]. 

  

Se ha sostenido, además, que los senadores revestían un papel de primaria importancia en la elección de los Papas y en otras cuestiones eclesiásticas[13]. El autor citado no brinda, empero, ejemplos concretos de cómo se manifestaron esas funciones de naturaleza eclesiástica durante el reinado de Teodorico, si bien menciona que, durante el reinado de su sucesor, Atalarico, el Senado emitió una disposición en virtud de la cual se sancionaba a quienes pretendían acceder al Pontificado mediante procedimientos simoníacos o ilegales[14]. Otras fuentes afirman que, a la muerte del Papa S. Juan I, Teodorico escribió al Senado Romano proponiendo como sucesor a Fimbrio, hijo de Castorio, que fue elevado al Solio Pontificio con el nombre de Félix IV. En otra carta al Senado, su sucesor Atalarico, se congratula por la elección del nuevo Pontífice[15]. Lo anteriormente expresado demuestra cuál era la importancia que el Senado tenía en la elección del pontífice, así como permite imaginar que este alto órgano conservaba ciertas competencias para intervenir en cuestiones disciplinarias de la Iglesia. 
  

Todo lo expresado nos lleva a concluir que, en el S. VI, el Senado conservaba en Roma una notable importancia política y constitucional, como representante del pueblo romano y factor de legitimidad interna y externa. En los escritos de Casiodoro[16], pueden encontrarse diecisiete cartas dirigidas por Teodorico al Senado, redactadas en el estilo oficial del imperio, en las cuales el Rey Ostrogodo manifiesta el más pleno respeto por la institución senatorial, y expresa el propósito de conservarla y reforzarla. A modo de ejemplo, cuando el Rey quería elevar al patriciado, al consulado o a otro cargo de importancia a un colaborador destacado, recomendaba a su candidato ante los senadores y les rogaba aceptarlo benévolamente en la asamblea como colega. Cabe destacar que, durante el reinado ostrogodo, el Senado había admitido entre sus miembros a un número de nobles de estirpe gótica. 

  

Cabe destacar que también se mantuvo el cargo de Praefectus Urbis. Este alto magistrado, Príncipe del Senado y superior en dignidad a todos los patricios, conservaba las atribuciones que había tenido en la época imperial. Su jurisdicción se extendía a toda la ciudad y ante él se discutían las apelaciones procedentes de las provincias suburbanas. En el S. VI, dependían del Prefecto toda la administración civil y todas las oficinas públicas. Asimismo, era responsable de los servicios de la ciudad. La administración militar correspondía, en cambio, al Magister Militum. 

En este período, subsistía aún el consulado, la más venerable y antigua magistratura de la república romana, si bien reducida a una distinción de carácter eminentemente honorífico. Desde los tiempos de Constantino, se había impuesto la tradición de designar un cónsul para la antigua Roma y otro para la nueva (Constantinopla). Durante la dominación gótica, el Rey nombraba al cónsul occidental, que debía esperar la confirmación imperial. El consulado occidental se extinguiría definitivamente en el 534 y su último titular fue Decio Teodoro Paulino el Joven, a partir del cual ningún cónsul romano quedaría inscripto en los Fasti[17]. 

  

2. La Guerra Greco-Gótica y la Desintegración de la Estructura Estatal Romana: 

  

A la muerte de Teodorico, acaecida en el526, fue sucedido en el trono ostrogodo por su nieto Atalarico, bajo la regencia de su hija Amalasunta, aconsejada por el Prefecto Casiodoro. La política romanizante del nuevo reinado no fue bien acogida por la nobleza militar ostrogoda, cuyo sector más extremista convenció a Teodato, a la sazón casado con la regente y asociado al trono, para que la asesinara. Este hecho permitió a Justiniano, sucedido a su tío Justino en el trono de Bizancio, tener un  pretexto para iniciar una intervención militar en Italia. 

  

Se llegó así a la guerra greco-gótica (535-553), que duraría casi veinte años y que arrasaría Italia de sur a norte, dejando las antiguas ciudades, incluida la Urbe, reducidas a ruinas[18]. Esta conflagración, que culminó con la conquista bizantina de toda la península, no sólo representó el fin del reinado ostrogodo sino, lo que es más importante, la definitiva desaparición de las últimas manifestaciones de la estructura estatal romana, que habían subsistido a la caída del Imperio de Occidente. La virtual desaparición física de la Roma imperial estuvo acompañada por la casi completa extinción de sus antiguas magistraturas y órganos de Gobierno. 

  

Luego de la conquista bizantina de Italia, la autoridad imperial fue representada por un vicario, denominado Exarca, residente en Ravena. En lo que respecta a Roma, se considera por lo general que la Urbe y los territorios circundantes estaban regidos por un Dux, designado por el Exarca, lo cual habría dado origen al nombre Ducatus Romanus. Tales denominaciones no están suficientemente apoyadas por pruebas documentales, si bien es indudable que el Exarca designaba a un magistrado, el cual representaba la autoridad imperial en Roma. No se conocen con exactitud, empero, las atribuciones que tenía tal magistrado, y su denominación se deriva del hecho de que, en otras localidades italianas, existían magistrados locales con el título de Dux[19]. Estos funcionarios imperiales concentraron, a partir del S. VII, las funciones civiles y militares, reduciendo, en los hechos, la competencia del Praefectus Urbis, cuya antigua importancia como supremo magistrado de la ciudad fue decayendo. 

  

Luego de la guerra, Justiniano pretendió regular la situación jurídica de Italia mediante el dictado de la Pragmatica Sanctio, promulgada el 13 de agosto de 554, a pedido del Papa Vigilio. Cabe recordar, a este respecto, la naturaleza jurídica de las Pragmaticae Sanctiones. Estas normas, de características no muy bien definidas,  formaban una categoría intermedia entre las leges generales y las leges speciales. Se supone que éstas contenían en su mayoría disposiciones de carácter administrativo, relativas a ciertas provincias o a determinados grupos de personas, y se emitían, por lo general, a solicitud de entidades públicas[20]. Se ha señalado, también, que los actos normativos de una parte del imperio tenían valor en la otra sólo si se comunicaban mediante una Pragmatica Sanctio. 
  

Entre las diversas disposiciones contenidas en la Pragmatica de Justiniano, el Emperador encomendó la custodia de los pesos y las medidas en toda la península al Senado y al Pontífice. No sabemos qué forma había asumido para entonces el Senado, o si realmente continuaba su existencia. Lo que sí se sabe a ciencia cierta es que esta norma permitió a los senadores trasladarse a la corte de Constantinopla, conservando su rango y privilegios. En todo caso, el Senado no sobreviviría a esta caída general de las instituciones. No existe un acto formal de disolución, como ocurrió con el consulado, y se supone que esta alta asamblea, diezmada por la guerra, fue extinguiéndose gradualmente, especialmente por el éxodo de muchos senadores a Constantinopla, precisamente como consecuencia de esta ley justinianea[21]. Existen algunos testimonios contradictorios, que permitirían suponer que el Senado pudo haber subsistido por algún tiempo[22]. No obstante, durante el pontificado de San Gregorio Magno desaparece todo rastro que permita suponer la existencia de este órgano. El propio Pontífice, en una homilía, afirmó precisamente que el Senado había dejado de existir[23]. 

  

La importancia de la Pragmatica, así como la influencia sobre el status jurídico del Romano Pontífice no puede ser ignorada. En efecto, en esta ley, que extiende a toda Italia el derecho justinianeo, el Emperador afirmó que ya había enviado los libros del Corpus Iuris Civilis a la península, probablemente confiándolos al propio Papa Vigilio. En el texto se menciona expresamente que el dictado de este acto imperial está motivado en una solicitud del Pontífice[24] y, como ya hemos visto, se le confían atribuciones en paridad de derechos con el Senado. 

  

Los antecedentes anteriormente expresados permiten concluir que la ocupación bizantina de Italia no puede considerarse necesariamente, en el plano jurídico, la completa desaparición de la Pars Occidentalis como una entidad diferenciada de la oriental. En efecto, la propia Pragmatica, si bien habla de una “reunión de la república”[25], también se refiere a la necesidad de establecer reglas aplicables a “las partes occidentales”. Por otra parte, como ya se ha expresado, desde la división del imperio realizada a la muerte de Teodosio I, las Pragmaticae eran el instrumento jurídico mediante el cual los actos legislativos de una parte del imperio se extendían a la otra. No debe olvidarse, por otro lado, que la disposición justinianea reafirma la vigencia del Senado romano, lo que demuestra un claro indicio de que la Roma antiqua no quedó reducida a una mera capital de provincia, dependiente de la Nova Roma. 

  

En suma, la manifiesta voluntad de conservar el Senado, unida al hecho de que el Basileus habla de “partes occidentales” y que la extensión del derecho justinianeo se haya realizado mediante una Pragmatica Sanctio, parecen ser claros indicios de que la reunificación del imperio bajo Justiniano no implicó la absorción lisa y llana de Roma en el Imperio de Oriente, sino que ésta conservó una identidad autónoma[26]. Por otro lado, la disposición imperial demuestra claramente que, en esta Pars Occidentalis, el Papa pasaba a ejercer una función relevante, no sólo como Romano Pontífice, sino como moderador y garante de las instituciones de la Urbe. Este papel, esbozado en la Pragmatica, será puesto en evidencia bajo el Pontificado de San Gregorio Magno. 

  

IV. LA SITUACION JURIDICA DE LOS ROMANOS PONTIFICES A PARTIR DEL S. VI: 
  
1. Consideraciones Generales: 
  
A la luz de los hechos anteriormente descriptos, parece claro que, dentro del propio ordenamiento jurídico romano y, de manera particular, a partir de la Pragmatica Sanctio de Justiniano, el Romano Pontífice asumió una particular situación jurídica. Esta condición, que trasciende indudablemente la esfera del derecho canónico, no puede más que situarse, dentro del esquema del utrumque ius, en el ámbito del derecho civil y, más precisamente, dentro de aquellas categorías de normas que hoy denominamos “derecho público”. Las atribuciones y funciones que se derivan de esa condición no pueden, sin embargo, identificarse con la existencia de un dominio territorial o con la titularidad de un reino. En efecto, el Estado Pontificio sólo se conformaría a partir del S. VIII con la donación de Pipino el Breve y, en este período, no había duda alguna de que el Papa consideraba al Ducatus Romanus sujeto a la soberanía del Emperador bizantino. 

  

Por ello, cabe colegir que la particular condición que el ordenamiento jurídico romano le reconoció al Papa a partir de mediados del S. VI sólo podía fundamentarse en su misión espiritual, puesto que la Urbe, al igual que toda Italia, estaba por entonces sujeta al dominio bizantino. Por otra parte, debe destacarse que el propio Justiniano, pese a sus permanentes intervenciones en materia teológica y su orientación “cesaropapista”, reconoció en más de una oportunidad el primado del Pontífice Romano sobre toda la Iglesia[27]. 

  

Estas atribuciones en el ámbito del derecho público, fundamentadas en la autoridad moral que el Papa tenía en su carácter de Sucesor de Pedro, y consagradas oficialmente luego de la conquista bizantina, se vieron ulteriormente reforzadas por la desintegración de las magistraturas civiles y, de manera particular, por la desaparición del Senado. 

  

Ante la desintegración de este alto órgano, última fuente de legitimidad y de continuidad de las instituciones públicas romanas, el Papa (a quien ya la Pragmatica había puesto al mismo nivel) asumiría la representación de la Ciudad ante la corte de Constantinopla e, inclusive, ante los longobardos que, a partir del 568, invadieron y asolaron una vez más Italia. Cabe, pues, afirmar, que la particular condición jurídica que el ordenamiento romano le reconoció al Sumo Pontífice en occidente, otorgándole atribuciones en la esfera civil, se tradujo, sucesivamente, en la asunción de dos facultades que hoy caracterizan la personalidad jurídica internacional: el ius contrahendi y el ius legationis. 

  
2. Atribuciones del Pontífice en Materia de Celebración de Tratados y Otras Gestiones Internacionales: 
  

La invasión longobarda del 568 tuvo como consecuencia un virtual aislamiento de Roma y de su ducado del resto de los enclaves bizantinos del nordeste y del sur de Italia, incluida Ravena, sede del Exarca. El avance de los longobardos, encabezados por el Rey Agilulfo y Arnulfo, Duque de Spoleto, tuvo como consecuencia una peligrosa amenaza para la Urbe. Ante la pasividad demostrada por los Exarcas bizantino Romano y Calínico, el Papa San Gregorio Magno, que había sido elegido en el 590, fue quien condujo las negociaciones tendientes a la celebración de un acuerdo. 

  

A tal fin, el Pontífice que, según parece, había recibido un mandato del Basileus Mauricio para tratar con los longobardos[28], designó al Abad Probo para llevar adelante las negociaciones con el Rey Agilulfo. Como resultado de éstas, se acordó un armisticio que debía durar hasta el mes de marzo del 601. El Rey longobardo envió emisarios a Roma, a fin de suscribir el tratado con el Papa, en el entendimiento de que éste gozaba de un poder autónomo. Sin embargo, Gregorio prefirió que el acuerdo fuera firmado por el Exarca Calínico. Una primera lectura de ese gesto pontificio podría interpretarlo como una deliberada abstención del Papa de los asuntos públicos. No obstante, esa interpretación no parece armonizar con otros tantos actos de Gregorio, de los que se desprende con toda claridad que se consideraba investido de la auctoritas suficiente para intervenir en dichos asuntos[29]. 

  

La importancia de este tratado radica no tanto en su contenido, puesto que se trató de una simple tregua en la prolongada contienda entre bizantinos y longobardos, sino en el hecho de que, por primera vez, el Papa, erigido en defensor urbis, ejerció la representación de Roma, negociando un tratado, debidamente facultado para ello por el Emperador. 

  

Cabe destacar, a este respecto, que en todo este proceso no se ha mencionado siquiera una vez al Senado, lo que constituye una prueba inequívoca de su extinción. En efecto, si dicho órgano hubiera subsistido, habría tenido sin duda alguna intervención en las negociaciones, al menos acompañando las gestiones de Gregorio. No obstante, no sólo no hay testimonios de que el Abad Probo haya estado acompañado por uno o más senadores, sino que, cuando Agilulfo envió sus emisarios a Roma, a fin de celebrar un acuerdo con el Papa, en ningún momento se refirió al Senado. Este tratado es, pues, una demostración cabal de que, a fines del siglo VI, el Senado había dejado definitivamente de existir y que sus funciones de representación de la ciudad habían sido asumidas por el Pontífice[30]. 

  

Esta potestad del Pontífice para realizar gestiones entre soberanos y reinos no sólo se manifestó en Italia y en oriente, sino también en el marco de la labor evangélica realizada por San Gregorio Magno en el occidente. A modo de ejemplo, puede citarse que, en el año 602, la Reina de los francos, Brunequilda, solicitó al Papa que sea su intermediario ante el imperio, solicitando el envío de un legado pontificio. Cabe recordar también la correspondencia mantenida por Gregorio con el Rey visigodo Recaredo, convertido al catolicismo en el 587. Este soberano de España envió embajadores al Pontífice, los cuales no pudieron llegar al término de su viaje, a causa de diversos accidentes[31]. 

  

Durante los ciento cincuenta años siguientes a la muerte de Gregorio, sus sucesores en el pontificado se vieron obligados a una permanente labor mediadora en el endémico conflicto bizantino-longobardo. Formalmente, el Pontífice y el Ducado Romano continuaban sujetos a la soberanía de Bizancio[32], si bien gradualmente esta sujeción se iba tornando cada vez menos efectiva, más aún después de la caída de Ravena en manos del Rey longobardo Astolfo, en el 750. 

Esta sujeción al Imperio, que implicaba la carencia de un sustrato territorial independiente para el Papa, no fue óbice para que los propios emperadores bizantinos le continuaran encomendando diversas gestiones diplomáticas ante los soberanos longobardos. A modo de ejemplo, puede mencionarse que, en el 743, el Emperador Constantino V envió al Papa San Zacarías para negociar un entendimiento con el Rey longobardo Liutprando. Como resultado de esta gestión pontificia, este monarca envió una delegación a Constantinopla, a fin de tratar directamente con el Basileus[33] 

  

Otro significativo ejemplo se encuentra, precisamente, en las negociaciones llevadas a cabo por el Papa Esteban II con el Rey Astolfo, tras la caída de Ravena. Al tomar conocimiento de este hecho, el Emperador Constantino V envió a Roma al Silentiarius Juan, portador al Papa de la iussio, que lo facultaba a presentarse ante el Rey longobardo y solicitar la restitución de los territorios conquistados. En octubre del 753, Esteban se dirigió a Pavia y solicitó al monarca germano que “propria propriis restitueret”[34]. 

  

En este período no sólo encontramos al Pontífice ejerciendo gestiones diplomáticas de buenos oficios, sino que, a comienzos del S. VIII, el Papa aparece concluyendo acuerdos de contenido territorial. Los primeros parecen ser más bien entendimientos no instrumentados de manera formal, tales como las gestiones realizadas por el Papa Juan VI ante Gisulfo II, Duque de Benevento, para la restitución de Sora, Arpino y Arce (704), o actos unilaterales, como la cesión a favor del Pontífice Juan VII por el Rey longobardo Ariberto, de una región en los Alpes Cocios (707)[35]. 

  

Sucesivamente, en el 733, el Papa Gregorio III acordó con Tarasmundo, Duque de Spoleto, la cesión de Castel Gallese, en la Tuscia, a la sancta respublica. Esta denominación, se utiliza en el Liber Pontificalis, es ambigua y podría aplicarse tanto al Ducado Romano, al Patrimonio de San Pedro o al Imperio[36]. No obstante, en la mayor parte de los casos, el Liber se refiere al Imperio, y una interpretación diferente resultaría contraria a las propias manifestaciones de los pontífices de la época, anteriormente reseñadas, de las cuales surge claramente que se reconocían oficialmente sujetos a la soberanía imperial. 

  

Este tratado tiene una importancia significativa, porque permite demostrar que las propias autoridades bizantinas, más allá de las frecuentes controversias mantenidas con la Sede de Pedro por parte de los sucesivos emperadores, no negaban al Romano Pontífice ciertas potestades en materia de celebración de acuerdos, realización de gestiones e, inclusive, asunción de obligaciones ante los monarcas o señores longobardos de Italia. 

  

Estos actos permiten suponer que, aún dentro del ámbito del ordenamiento jurídico de la res publica romana, a la cual los Pontífices se consideraban sujetos en el ámbito civil, el Papa comenzó a ejercer, entre los siglos VI y VII, ciertas facultades autónomas, que le concedían un cierto ius contrahendi, independientemente de los Exarcas de Ravena y de las demás autoridades imperiales residentes en Italia. 

  
3. El Derecho de Legación Ejercido por los Romanos Pontífices: 
  

De manera concomitante con el ejercicio de ciertas potestades propias del ius contrahendi, durante el período de referencia puede apreciarse que el Romano Pontífice ejerció también potestades propias del ius legationis, como puede apreciarse mediante la acreditación ante la corte de Constantinopla de enviados permanentes, denominados Apocrisarios. 

  

En términos generales, el apocrisariado es una antigua institución de la Iglesia, conforme a la cual el Pontífice y los Patriarcas designaban representantes para tutelar los intereses de sus Iglesias Particulares ante otras autoridades eclesiásticas y ante el Emperador. El régimen jurídico de tales representantes estaba regulado en la legislación justinianea[37]. 

  

El apocrisariado pontificio ante la Corte de Constantinopla asumió, en atención a la particular posición jurídica de que gozaba el Papa en el contexto de la res publica, características especiales que, sin duda, marcaron una clara diferencia con los enviados de los restantes patriarcas. En la legislación de Justiniano no se menciona al Apocrisario Pontificio. Algunos autores han sostenido que ello se explica porque el Emperador no se permitió regular las atribuciones de un dignatario eclesiástico que representaba al Papa ante él, recordando que Justiniano reconocía la autoridad pontificia sobre todas las Iglesias, incluida la de Constantinopla[38]. 

  

El origen del Apocrisario Pontificio en Constantinopla aún no ha sido objeto de acuerdo entre los estudiosos. En líneas generales, la mayor parte de los autores coinciden en que, independientemente de cuándo se designó al primer Apocrisario, parece claro que tal representación se tornó estable y adquirió continuidad a partir de Justiniano, luego de la conquista bizantina de Italia, en el 536[39]. Esta forma de representación pontificia mantendría su continuidad a lo largo de los siglos VI y VII[40], y se interrumpiría en el 726, con motivo de la controversia sobre la iconoclastia, que se planteó con el Emperador León III el Isáurico (717-740). 

  

El Apocrisario Pontificio representaba ante la corte imperial los puntos de vista y las posiciones de la Iglesia Romana. Se ha señalado que su presencia puede considerarse como la manifestación de una alianza entre la Iglesia y el Imperio, y no denota una relación de sujeción o subordinación[41]. En la historia de las relaciones entre Roma y Bizancio desde la mitad del S. V hasta comienzos del VIII, la presencia de un Apocrisario Pontificio ante la Corte tiene como principal función la de mantener, estimular y reconducir a la autoridad imperial en la defensa de la ortodoxia y en el reconocimiento de los derechos y prerrogativas de la Iglesia Romana[42]. 

  

En cuanto a las funciones que tenían los Apocrisarios, una de las fuentes más claras es, precisamente, el testimonio del monarca cerca del cual éstos estaban acreditados, vale decir el propio Emperador bizantino. En este sentido, es muy precisa la explicación realizada por el Basileus Constantino IV Pogonato, en una carta dirigida al Papa León II, en el año 682, en la que se solicitaba al Pontífice que restablezca un Apocrisario en Constantinopla[43]. 

  

De la carta imperial[44], surge en primer lugar, la naturaleza permanente que tenía el apocrisariado (“exprimere et gerere personam”), conforme al cual, el referido Representante Pontificio debía residir en Constantinopla. Asimismo, de su texto se desprenden tres competencias propias del Apocrisario: 

  

a)  En Materia Doctrinaria (“in emergentibus dogmaticis”): Su primer deber era la defensa de la doctrina de la Iglesia. Ello tenía como corolario no sólo supervisar e informar acerca de la conducta y las opiniones del Patriarca de Constantinopla, sino también exhortar al Emperador a tutelar la vigencia de la referida doctrina. Estas funciones, relacionadas con la custodia fidei, se pondrían de manifiesto en controversias doctrinarias tales como la relativa a la herejía monotelita. 

  

b) En Materia Disciplinaria (“in emergentibus canonicis”): El Apocrisario tenía también una competencia canónico-disciplinaria que lo erigía en custodio de las normas canónicas y del orden jerárquico. Durante los S. VI y VII, los Apocrisarios Pontificios no sólo tuvieron funciones de representación y vigilancia, sino también atribuciones administrativas y una cierta competencia jurisdiccional. 

  

c) En todos los Asuntos Eclesiásticos (“in omnibus ecclesiasticis negotiis”): Esta categoría residual permite deducir que el Apocrisario tenía competencia para entender, dentro de las instrucciones recibidas por el Pontífice, en cualquier asunto conexo con la defensa de los derechos y privilegios de la Sede Romana. En este sentido, cabe destacar que las intervenciones del Apocrisario no se han limitado a tratar con el emperador materias de carácter estrictamente religioso, sino que también su intervención se ha extendido a cuestiones políticas, especialmente en lo que hacía a la seguridad y la tutela de los intereses de Roma[45]. 

  

V. OBSERVACIONES FINALES: 
  

Por todo lo expresado, el hecho de que en el período anterior a la donación de Pipino el Breve y la formación del Estado Pontificio (S. VI- VII), el Papa se haya considerado sujeto in temporalibus a la autoridad imperial bizantina, no es argumento suficiente para negar que la Santa Sede haya gozado, por imperio del orden jurídico romano, de una personalidad jurídica propia y particular. 

Dicha personalidad jurídica, además de conferir a la Sede Apostólica particulares atribuciones de poder público en el ámbito del Imperio de Occidente, le reconoció la facultad de celebrar tratados y emprender negociaciones internacionales, así como la de acreditar enviados ante la propia corte de Constantinopla. Pueden apreciarse aquí dos manifestaciones del ius contrahendi y del ius legationis, que la Santa Sede ejercía desde mucho antes de la adquisición de un territorio sobre el cual el Pontífice pudiera ejercer soberanía. 

  

De lo expresado, se concluye que la personalidad jurídica internacional de la Santa Sede no puede explicarse simplemente por el carácter de soberano temporal que gozó el Romano Pontífice a partir del S. VIII, al separarse definitivamente de la autoridad bizantina.
  
Cabe destacar que el especial status del Romano Pontífice en el orden jurídico de la res publica se fundamentaba, precisamente, en el reconocimiento, por parte de las instituciones públicas, de la misión espiritual ejercida por la Sede Apostólica y de la autoridad moral ejercida por el Papa. Por otra parte, en el período de referencia, es manifiesta y constante la posición asumida por los Pontífices de señalar la clara distinción entre la potestad espiritual y temporal, frente a las permanentes pretensiones “cesaropapistas” de los emperadores bizantinos, que pretendían ejercer su poder en cuestiones propias de la esfera eclesiástica. Esta defensa pontificia de la separación de potestades ha sido expuesta de modo paradigmático por medio de la doctrina denominada del “dualismo gelasiano”, plasmada en la carta del Papa Gelasio II al Emperador Anastasio[46]. 
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[37] Entre otras cosas, dicha legislación distinguía entre las diversas categorías de Apocrisarios: a) Aquellos que residen establemente en Constantinopla (“qui in regia civitate degunt”); b) Aquellos que están destinados “ad beatissimos patriarcas” y c) Aquellos destinados “ad metropolitas” (cf. Novela 123 (1.5.546), Cap. XXV en Corpus Iuris Civilis. Bertolini, 1912. Vol. III. Pág. 613). 
[38] Cf. CHEVALLIER, L - GENIN, J. C. Recherches sur les Apocrisaires – Contribution à l’Histoire de la répresentation pontificale (V.e-VIII.e siécle) in Studi in onore di Giuseppe Grosso. Torino, 1970. Vol. III. Pág. 391. 
[39] En este sentido, se ha expresado “(…)Neque enim tunc Romana urbs, aeque ac Orientales, imperatores Orientis suberat, apud quem pro variis causis ac negotiis agendas aliquo ministro indigeret. Id primum inductum sub Justiniano, qui non minus Orienti quam Italiae imperabat, hucque referendum est responsalium Apocrisiarorum Romanae Ecclesias institutio, quae aliquem clericum ministrum apud proprium principem rebus multis necessarium invexit” (Annotazione del Ballerini al cap. IV della Dissertatio I di P. Quesnell en MIGNE, J.P., Op. cit. t. 55, col. 285 s.). 
[40] No se conoce el nombre de todos los Apocrisarios residentes en Constantinopla. Se tienen noticias precisas de trece, de los cuales seis fueron sucesivamente elevados al pontificado. Ellos fueron Vigilio (535-537), Pelagio I (538-545), S. Gregorio I Magno (578-587), Sabiniano (593-596), Bonifacio III (603) y S. Martín I (643-649). 
[41] Cf. OLIVERI, M. Natura e Funzioni dei Legati Pontifici nella Storia e nel Contesto Ecclesiologico del Vaticano II. Liberia Editrice Vaticana. Città del Vaticano, 1982. Pág. 75. 

[42] Cf. CHEVALLIER, L - GENIN, J. C. Op. cit. Pág. 418. 
[43] El envío de Apocrisarios Pontificios a la corte de Constantinopla se había interrumpido como consecuencia de la aceptación, por parte de diversos emperadores bizantinos, de la herejía monotelita. Finalmente, luego del derrocamiento de Constante II, inclinado al monotelismo, fue sucedido, en 668, por Constantino IV Pogonato, de convicciones ortodoxas. Luego de la conclusión del Concilio Constantinopolitano IV, que había puesto fin a la antedicha herejía, el Basileus se dirigió al Papa León II (682-683), exhortándolo a enviar a la brevedad un Apocrisario a Bizancio (cf. OLIVERI, M. Op. cit. Pág. 79). 
[44] Las palabras precisas del Emperador Constantino fueron las siguientes: “Hortamur porro vestram sanctissimam summitatem ut quamprimum mittat designatum eb ea Apocrisarium, ut is in regia et a Deo conservanda nostra urbe degat, et in emergentibus, sive dogmaticis, sive canonicis, ac prorsus in omnibus ecclesiasticis negotiis, vestrae sanctitatis exprimat et gerat personam”  (MIGNE, Op. cit, t. 96. Epist. I, col. 393. 
[45] Un claro ejemplo de lo anteriormente expresado está constituido por las instrucciones enviadas por el Papa Pelagio II al futuro S. Gregorio Magno, a la sazón Apocrisario en Constantinopla, requiriéndole gestionar ante el Emperador Mauricio el envío de tropas para defender la Urbe de la agresión longobarda, ante la inacción del Exarca (cf. SABA, A. y CASTIGLIONI C,  Op. cit. Pág. 223). 
[46] Esta carta, escrita en el año 494, que formula el principio de separación entre las dos potestades, el Pontífice afirma: “Duo sunt quippe, imperator auguste, quipus principaliter mundus hic regitur, auctoritas sacrata pontificium et regalis potestas, in quibus tanto gravuis pondusest sacerdotum, quanto etiam pro ipsis regibus hominum in divin i reddituri sunt examine rationem.(…)Si enim quantum ad ordinem publicae pertinet disciplinae, coignoscentes imperium tibi superna dispositione conlatum legibus tuis ipsi quoque partent religiones antistites(…)” (v. MIGNE, J. P. Patrologiae Cursus completus, Series Latina. Lutetiis Parisiorum, 1878. T: 59. Epist. VIII. Colm 42)
	


